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Resumen 

El presente artículo pretende realizar un análisis 

sobre la figura del escrache en Colombia a través de 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional como un 

mecanismo de acceso a la administración de justicia 

en casos de violencia intrafamiliar, partiendo del 

estudio de casos de escrache en Colombia y los 

lineamientos que esta ha establecido, presentando los 

debates que están abiertos respecto de su uso. Lo 

anterior con el fin de responder a la pregunta 

planteada ¿De qué forma el escrache resulta un 

mecanismo jurisprudencialmente aceptado por la 

Corte Constitucional para garantizar el acceso a la 

administración de justicia en los casos de violencia 

intrafamiliar en Colombia?Para ello, a través de una 

metodología de carácter cualitativo, de análisis y 

síntesis de la norma jurídica, la jurisprudencia y los 

postulados teóricos y conceptuales, se estableció que 

el escrache es aceptado para la denuncia de casos de 

violencias basadas en género y violencia 

intrafamiliar y se pudo concluir que esta figura se 

acepta como un verdadero mecanismo de acceso a la 

justicia, de lucha en contra de la violencia 

intrafamiliar y visibilización de estos casos en 

Colombia 

Palabras Clave:  Mecanismo, derecho, lineamientos, 

violencias basadas en género.  

 

Abstract 

This article aims to carry out an analysis of the figure 

of escrache in Colombia through the jurisprudence of 

the Constitutional Court as a mechanism of access to 

the administration of justice in cases of domestic 

violence, based on the study of cases of escrache in 

Colombia and the guidelines that it has established, 

presenting the debates that are open regarding its use. 

The above in order to answer the question posed: 

How is the escrache a jurisprudentially accepted 

mechanism by the Constitutional Court to guarantee 

access to the administration of justice in cases of 

domestic violence in Colombia?To this end, through 

a qualitative methodology, analysis and synthesis of 

the legal norm, jurisprudence and theoretical and 

conceptual postulates, it was established that 

escrache is accepted for reporting cases of gender-

based violence and domestic violence and it was 

possible to conclude that this figure is accepted as a 

true mechanism for access to justice, for the fight 

against domestic violence and for making these cases 

visible in Colombia. 
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INTRODUCCIÓN 

La violencia intrafamiliar es un fenómeno que históricamente ha estado ligado a un sistema 

social y cultural basado en el patriarcado, el machismo, el heterocentrismo masculino y en el 

que indudablemente las mayores víctimas son las mujeres desde todas sus condiciones, de 

esposas, madres, hermanas, hijas, nietas y sobrinas, así como también en particular un sector 

de la población que se identifica como adultos mayores, niños, niñas, adolescentes y 

población LGBTIQ+.  

Las razones de este fenómeno social varían desde las diferentes culturas regionales y los 

contextos en que se desarrollan las familias, este tipo de violaciones pueden ser tanto físicas, 

sexuales, morales, psicológicas y económicas y se basan en estereotipos y roles que 

generacionalmente se han heredado a lo que significa ser mujer o ser hombre en la sociedad, 

cumpliendo cada uno un papel dentro de esta, el cual, salirse de ese rol significaría una afrenta 

a la moral y la ética y desafía precisamente ese sistema patriarcal, machista y heterosexual 

en el cual la respuesta es la violencia como forma de opresión para buscar obediencia. 

Colombia, no ha sido ajena a este fenómeno y su historia ha estado marcada por este, desde 

su asignación del rol de cuidadora, ama de casa, reproductivo, educadora y en general de 

obediencia, hasta el no reconocimiento de un papel activo en la sociedad, la política, el 

desarrollo profesional y laboral, acrecentando el papel dominante del género masculino, 

como líder, productor, proveedor, profesional, político y patriarca.  

De acuerdo con el Ministerio de Justicia y del Derecho (2024) el delito de violencia 

intrafamiliar en Colombia en el periodo de 2016-2023 ha incrementado sus cifras de acuerdo 

con lo reportado por la Policía Nacional, estimando una tasa de 228,8 casos por cada 100.000 

habitantes en 2023, frente a los 207,4 en 2016, con un pico de 250,9 casos en el 2021, un 

incremento del 10,3% a lo largo del periodo, siendo las mujeres las principales víctimas 

representando entre el 70% al 77% de los casos.  

Este tipo de situaciones es una manifestación de las violencias basadas en género, 

mayormente ocurrida en las relaciones de pareja y de las que existe un gran número de 

impunidad, falta de garantías procesales y medidas de protección, en parte por la negligencia 

institucional, así como por la congestión del sistema penal, haciendo que las víctimas 
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prefieren no denunciar. Sin embargo, como en otros delitos, una de las medidas efectivas 

para que entidades como la policía, la fiscalía y la Rama Judicial presten atención a estos 

casos y actúen, es el escarnio público a los presuntos responsables.  

En ese sentido, aparece el escrache, un mecanismo de denuncia pública que expone a los 

presuntos responsables de violencia intrafamiliar y que por tanto llama la atención de las 

autoridades haciendo que actúen de manera inmediata, presten las respectivas rutas de 

atención e inicien las actividades investigativas, garantizando así un efectivo acceso a la 

justicia a las víctimas de estos hechos. Sin embargo, es una figura que afecta otros principios 

constitucionales como la intimidad personal, el buen nombre, la honra, la presunción de 

inocencia y la dignidad humana, por lo que ha enfrentado retos a nivel jurídico y social y ha 

sido precisamente la Corte Constitucional la encargada de zanjar estos dilemas.  

De esta forma, se presenta un acercamiento sobre esta figura de denuncia en Colombia como 

un mecanismo de acceso a la administración de justicia en casos de violencia intrafamiliar,  

dando respuesta a la siguiente pregunta ¿De qué forma el escrache resulta un mecanismo 

jurisprudencialmente aceptado por la Corte Constitucional para garantizar el acceso a la 

administración de justicia en los casos de violencia intrafamiliar en Colombia? partiendo de 

las elementos teóricos, conceptuales y jurídicos que la sustentan, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y los lineamientos que esta ha establecido al respecto, presentando los debates 

que están abiertos respecto de su uso.  

RESULTADOS  

1. Elementos Teóricos y Conceptuales del Escrache  

El acto de denunciar, o de hacer públicos actos de violación a los derechos humanos y la 

comisión de delitos, ha variado conforme han evolucionado los sistemas jurídicos en el 

mundo, y esto se da en respuesta a la necesidad de buscar justicia y verdad por esos actos 

ante las autoridades judiciales correspondientes, sin embargo, denunciar para muchos ha 

significado la inoperancia de la administración de justicia debido a que no se es tenido en 

cuenta por no considerarse relevante o porque la persona no reúne ciertas cualidades para ser 

escuchado, o debido al poder que el presunto responsable tiene, lleva a que no se denuncie o 

a que se corrompa el sistema para que no tenga éxito el proceso, quedando en impunidad.  
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En vista de lo anterior, y ante la evidente falta de efectivos mecanismos de acceso a la justicia 

para personas que se encuentran en estado de inferioridad o indefensión ante un poder mayor 

por su condición de situación especial, es muchos de ellos buscan otras formas de denuncia 

para llamar la atención del público y principalmente de las autoridades para que tomen acción 

frente a esos casos que quedan o están en peligro de quedar impunes, por ello comúnmente 

se ven situaciones donde la sociedad toma justicia por mano propia, linchamientos, 

exposiciones públicas del presunto responsable, actualmente las denuncias a través de redes 

sociales y el uso de escraches para agregarle una etiqueta a situaciones similares.  

A pesar de la efectividad de estos mecanismos, muchos de ellos han sido considerados como 

desproporcionados por la afectación en la vida e integridad física de los denunciados, 

violación a su buen nombre, dignidad humana, intimidad personal, honra y sus derechos 

fundamentales a la presunción de inocencia, el debido proceso, juez natural, y a ser juzgado 

conforme el sistema jurídico que se encuentre vigente.  

Ahora bien, con respecto al escrache, este es en general una herramienta política y social que 

a través de manifestaciones públicas exige justicia por vías distintas a las judiciales. Nacido 

originalmente en Argentina por la Organización Hijos e Hijas por la Identidad y la Justicia 

contra el Olvido y el Silencio (HIJOS) como una forma de señalamiento colectivo y público 

para la denuncia de violaciones a los Derechos Humanos durante la dictadura militar de 

Rafael Videla entre 1976 y 1983, hace referencia al “señalamiento” y “descubrimiento” de 

los responsables de diversos crímenes que, bajo el ala del gobierno, gozaban de total 

impunidad (Echavarría, 2022). 

De esta forma, desde esa época se entendió no solo como un acto de denuncia sino un 

verdadero acto de justicia, pues llevaba al colectivo a la casa del escrachado a un tipo de 

juicio de condena social, con expresiones como: “que los vecinos y todo el mundo sepan 

quien fue este tipo, qué hizo, dónde vive. Que la gente sepa que tiene a un asesino viviendo 

en su barrio” (Nazareno, s.f.), lo que al menos generaba un sentido de justicia y castigo.  

Luego de esto, los movimientos sociales y colectivos empezaron a organizarse para lograr 

mayor visibilización y alcance, apareciendo en televisión en horarios de noticieros que se 

trasmitían en vivo, llevando al escenario mediático el nombre y el apellido de los presuntos 
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responsables de desapariciones forzadas en la dictadura de Videla, quienes habían sido 

beneficiados por las leyes de Punto Final, Obediencia Debida e Indultos (Manzo, 2020)., 

llevando a que todos esos crímenes cometidos durante esa época quedaran en la impunidad 

y sin siquiera saber o conocer la verdad de lo ocurrido y tener reparación por ello. 

Este fue el germen para que diversas víctimas de violaciones a los derechos humanos en 

Latinoamérica y el mundo se hayan empoderado y empezaran a denunciar públicamente, en 

las calles y en medios a sus presuntos perpetradores con el fin de satisfacer su derecho a la 

justicia y obtener un castigo simbólico, así como para que también, en muchos casos las 

autoridades de justicia, que por la presión social y mediática se alertaran y prestaran atención 

a determinados casos, actuando de manera efectiva.  

Desde entonces, el escrache se ha considerado como un repertorio de protesta y denuncia 

contra personas particulares, acompañado con otro tipo de activismo como las marchas, 

mítines y otros, buscando denunciar socialmente a una persona que haya ejercido violencia 

contra otros, y cuando no existen garantías de denuncia o justicia.  

Este es y ha sido un mecanismo del que se han apropiado diversos colectivos de derechos 

humanos para denunciar distintas violaciones a los derechos humanos y diversos actos de 

discriminación, que, así como se ha transformado el mundo, también lo han hecho las formas 

de escrachar, se pasó de ir a la casa del presunto delincuente a exponerlo públicamente a que 

hoy en día dicha exposición se haga a través de redes sociales y medios con el apoyo de 

muchas personas, colectivos y fundaciones, haciendo que la exhibición llegue a millones de 

personas en minutos y convocándolas a un llamado de justicia mediante una etiqueta que 

exige la investigación y juzgamiento en el menor tiempo posible.  

En el caso de actos de violencias basadas en género y en particular de las violencias 

intrafamiliares que sufren muchas mujeres a causa de los estereotipos del género, diversos 

movimientos feministas han acudido a escrachar a través de redes sociales, medios y de 

internet a presuntos violadores sexuales, feminicidas, acosadores y en general diversos actos 

de machismo y patriarcado que afectan en gran medida los derechos fundamentales de las 

mujeres y que acentúan los problemas estructurales de desigualdad de género y cosificación 

de la mujer en diversos escenarios como el familiar, laboral, político, económico y social  
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De acuerdo con Zani (2017) el escrache surge como un punto de inflexión en el que avanza 

la lucha de las mujeres por reivindicar sus derechos a la igualdad y la equidad de género, a 

eliminar todas las formas de violencia en contra de la mujer y a que sean reconocidas en 

todos los entornos de desarrollo social, así como también frente a un ambiente en que se dan 

grandes avances tecnológicos y de telecomunicaciones que les permite dar cada vez más 

pantalla a estas luchas y a denunciar esos actos de violencia, siendo el producto de esa 

urgencia de la mujeres por ser escuchadas.  

Esto implica que, en la actualidad, el escrache feminista ya no se haga solamente en la calle 

sino también a través de internet y redes sociales, dando origen a una nueva ola de activistas 

feministas que, “considera a las redes sociales como un elemento de gran relevancia para 

enfrentar la violencia contra las mujeres, a través de estas se genera y difunde información, 

la cual permite la reflexión y sensibilización sobre este problema” (Rodríguez, 2021).  

Este mecanismo que adoptó el feminismo busca, entre otros aspectos, recuperar la 

dignidad y lograr encauzar y dirigir la atención hacia quien realmente cometió la 

violencia de género. Sobre todo en una sociedad en la que las instituciones no solo 

no acompañan a las víctimas, sino que las revictimizan y las exponen a los dictámenes 

de una justicia patriarcal, igual al sistema opresor contra el que luchan (Rodríguez, 

2021).  

Uno de los primeros movimientos fue #MeToo, que inicio señalando al productor Harvey 

Weinstein de acosar sexualmente durante décadas a mujeres de la industria del 

entretenimiento, causando un efecto dominó y llevando a otras mujeres en el mundo a 

denunciar usando esta etiqueta que fue replicada doce millones de veces en Twitter en las 

primeras 24 horas (Echavarría, 2022). 

#MeToo, no solo significó un movimiento de denuncia y escarnio público sino que buscó 

además romper con la impunidad de sujetos que se resguardan estructuralmente en sistemas 

jerárquicos como la industria del entretenimiento, la política y las grandes corporaciones  con 

el apoyo de la inoperancia de la ley que protege la reputación de hombres poderosos frente a 

situaciones como el acoso sexual y laboral, ciberacoso, la violencia sexual, violencia 
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intrafamiliar y diversas violencias basadas en género, llevando a romper esos paradigmas de 

protección a la figura del hombre y el patriarcado (Echavarría, 2022). 

A su vez, este movimiento, de acuerdo con Castellanos (2022) ha buscado mostrar como en 

todos los ámbitos sociales existe una cultura de sexismo en contra de la mujer, promoviendo 

políticas de cero tolerancia contra la violencia sexual, y convirtiéndose en una plataforma 

digital de acceso para todas las mujeres donde pueden compartir sus experiencias y ser oídas 

ante la falta de acción de las autoridades o ante la falta de garantías para acudir a denunciar, 

desafiando las normas ordinarias de la administración de justicia.   

Uno de los primeros casos de denuncia a través del escrache en Colombia fue el de la 

periodista Claudia Morales, quien a través de una columna denominada “una defensa al 

silencio” publicada en el diario El Espectador en enero de 2019, contó que había sido víctima 

de violencia sexual por su entonces jefe, un hombre con gran poder nacional por lo que 

prefirió no revelar su nombre. La influencia de su denuncia comentó ella, se debió a la 

valentía de otras mujeres que a raíz de #MeToo contaron sus hechos victimizantes de 

violencia basadas en genero a través de redes sociales. Lo anterior ocasiono a que otras 

periodistas hicieran lo mismo y denunciaran actos de acoso sexual por parte de sus jefes e 

incentivando a otras periodistas y miembros del entretenimiento nacional a hacer lo mismo. 

Otro de los escraches usados en Colombia fue el de “ni una menos” en el año 2015, un 

movimiento que movilizó a miles de personas a través de redes y medios de comunicación a 

denunciar casos de feminicidios y violencias basadas en género, este escrache fue replicado 

desde Argentina pues el 3 de junio de 2015, se conformó en ese país el movimiento que buscó 

la denuncia pública y exigencia de justicia por el feminicidio de Chiara Páez, llevando a las 

calles a diversos colectivos a exigir justicia en Buenos Aires (Manzo, 2020). 

Así mismo, en 2020, se uso el escraché #NomásSilencioenMUN que se volvió tendencia en 

Twitter, luego de que una estudiante de ciencia política de la Universidad de los Andes 

publicara en esta red social 140 testimonios de mujeres que denunciaban acoso sexual en esta 

universidad en el contexto del Modelo de las Naciones Unidas MUN, por parte de varios 

hombres, entre ellos Santiago Torres, estudiante de derecho, logrando la visibilización de 

estos tipos de violencias en entornos educativos y que de haber sido denunciado por los 
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recursos ordinarios no hubiera llegado a ser efectivo, fue tanto su éxito que llego a ser 

replicado por las Naciones Unidas.  

Para Daniela Cardona de la Colectiva Las Perras Histéricas, (…) este mecanismo de 

denuncia es utilizado con distintos fines cuando se es víctima de VBG. En cuanto a 

la forma de realizar el escrache, muchas veces las mujeres lo hacen por medio de 

intermediarias, como páginas de colectivas feministas, y otras veces lo asumen a 

nombre propio desde sus perfiles. Además, Daniela Cardona señala que el escrache 

termina siendo una herramienta política a la que se recurre porque la ausencia o 

lentitud de la justicia institucional es cómplice de los casos en donde hemos sido 

víctimas de la violencia patriarcal (Castellanos, 2022). 

A pesar de la efectividad de este mecanismo de acceso a la justicia para las víctimas, de 

denuncia, exposición pública y social para los presuntos responsables en casos de violencias 

basadas en género y violencia intrafamiliar, es un verdadero reto a nivel jurídico, tanto desde 

el punto de vista convencional así como constitucional, pues esta actividad confluye 

directamente con los derechos del denunciado, principalmente al buen nombre, la honra, la 

intimidad personal, la presunción de inocencia, la dignidad humana y a lo lejos el derecho al 

olvido, pues se configura como un tipo de justicia a mano propia que no le permite al Estado 

argüirse su esclarecimiento. 

Una de las grandes criticas es que nunca se presentan pruebas de las acusaciones sin más que 

los testimonios de las víctimas o genera interrogantes de ¿por qué no se denunció en su 

momento?, imponiendo retos como la falta de un juzgador que corresponde con tercero 

imparcial, el derecho a la defensa, no existe proporcionalidad entre la sanción, el rechazo 

social y el daño, sin comprender en muchas ocasiones que las estructuras políticas, sociales 

y culturales no brindan alternativas de efectivad para este tipo de casos.  

Aun así, existe una crítica al interior del movimiento feminista quienes a pesar de considerar 

que el escrache es efectivo y justo frente al sesgo patriarcal institucional, el escraché también 

puede generar un efecto bumerang, pues instituye el miedo como forma de prevención de la 

violencia machista, escondiendo el problema estructural, generando un discurso de que “ya 

no se puede decir o hacer nada como antes”, donde nuevamente las mujeres son 
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revictimizadas en los entornos hostiles de las redes sociales, y a enfrentarse a juicios civiles 

y penales iniciados en respuesta por presunta falsa denuncia (Barragán, 2020).  

2. Figura del Escrache en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional 

En Colombia, el escraché no ha sido una figura ajena y ha sido bastante utilizada en diferentes 

momentos, como el uso de #Metoo y el de #Niunamenos, de hecho, sin usar estos dos, la 

publicación en medios y redes sociales de videos de hechos constitutivos de delitos o de 

violencias lleva que tengan gran alcance y viralización lo que lleva a que un gran número de 

casos sean tomados en serio por parte de las autoridades y se garantice efectivamente el 

derecho al acceso a la justicia.  

En ese sentido, por estas circunstancias, muchos casos se han debatido entre otros, por la 

garantía del derecho al acceso a la justicia y la libertad de expresión en oposición a la 

vulneración a los derechos fundamentales a la intimidad personal, la honra, el buen nombre, 

la presunción de inocencia, la dignidad humana, etc., por lo que, en su mayoría, muchos de 

estos casos y la legalidad de dicha figura en el ordenamiento jurídico colombiano han sido 

resueltos mayormente en sede de tutela.  

Uno de los primeros antecedentes de esta figura en la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional es la de la Sentencia C-335 de 2013, que analiza la constitucionalidad de la 

expresión “medidas para fomentar la sanción social” contenida en el numeral 5 del artículo 

9 de la Ley 1257 de 2008, sobre estrategias se sensibilización, prevención y sanción de 

formas de violencia y discriminación en contra de las mujeres, en concreto, dicho artículo 

señala que el Gobierno Nacional implementa medidas para fomentar la sanción social y la 

denuncia de prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres.  

La demanda se fundamenta considerando que vulnera el preámbulo y el artículo 1 de la 

Constitución Política al permitir que la justicia se aplicada por la sociedad y no por el Estado, 

vulnera los principios de legalidad, seguridad jurídica, el juez natural, el debido proceso, la 

presunción de inocencia. Al respecto, la Corte declaró la constitucionalidad de la norma 

demanda argumentando que es un desarrollo directo de los diferentes tratados internacionales 

de derechos humanos de protección de las mujeres, por lo que se ajusta a la constitución, así 
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mismo, que estas sanciones son un mecanismo de educación para aquellas personas que no 

adoptan un comportamiento social adecuado y es una invitación al cambio de dichas actitudes 

vulneradoras de los derechos de las mujeres y por otro lado, significan un reto para la 

administración de justicia para garantizar su efectividad y el acceso al derecho de la justicia. 

(Sentencia C-335 de 2013, Corte Constitucional) 

Por su parte, la Sentencia T-275 de 2021, analiza el caso de un hombre con presuntos 

problemas mentales y psiquiátricos que accedió a un apartamento con violencia del conjunto 

residencial en el que vivía, atacó a la familia, realizo actos sexuales con una menor de edad 

e intentó accederla carnalmente, señalando que él era Dios, que ella era María y que juntos 

iban a procrear a Jesús. Por este hecho, fue víctima de diversos actos de denuncia pública 

con los residentes del conjunto, a través de redes sociales y medios de comunicación, y 

colectivos feministas donde se le tildaba de violador, drogadicto, depravado entre otras.  

Por este motivo, inicio acciones legales y constitucionales para proteger su derecho al buen 

nombre, honra e intimidad, señalando que todo ello era injuria y calumnia pues se publicaron 

fotos suyas y las de su familia y que no se le podía señar de tal manera en atención a su 

condición mental y psiquiátrica, llevando todo ello a ser víctima de persecuciones y 

amenazas. En ese sentido la corte determinó que los derechos a la honra, buen nombre, 

dignidad humana, intimidad e imagen del accionante, deben supeditarse a la libertad de 

expresión en casos de violencias basadas en género, porque reconoce la importancia y 

efectividad de la denuncia pública a través de internet y redes sociales denominados 

escraches y que además que la Constitución protege el derecho de las mujeres a denunciar a 

través de estos medios actos de violencias basadas en género como forma de acceder a la 

justicia y porque forman y sensibilizan a la sociedad sobre esta problemática.  

La decisión afirma que, estos actos de denuncia deben ser promovidos y ampliados y no 

silenciados e insta a que los activistas y periodistas sean sumamente cuidadosos con lo que 

informan y el uso del escrache, por cuanto este es una manifestación de la libertad de 

expresión, pero aun así se está ante una situación en la que aún no hay certeza en la 

culpabilidad del acusado. Por tal motivo ampara los derechos fundamentales a la imagen e 

intimidad del accionante pero no a la honra, buen nombre y presunción de inocencia.  
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Así mismo, la Sentencia T-289 de 2021, decide la protección de los derechos fundamentales 

al buen nombre, honra e imagen de un hombre que presuntamente había sido víctima de 

injuria, pues una mujer que era compañera de la universidad, y con la que había sostenido 

relaciones sexuales en más de una ocasión, sin un vínculo formal, publico afiches en la 

universidad acusándolo de haberla violado en una oportunidad, pues según su relato, el 

hombre se aprovechó de que estaba en condición de indefensión por haber consumido alcohol 

y sustancias psicoactivas, a pesar de que ambos se encontraban bajo estas sustancias; 

adicional hizo una publicación en su perfil de Facebook señalándolo por lo mismo y 

advirtiendo a toda la comunidad que este hombre era un abusador y que otras seis mujeres 

habían sido víctimas de sus acosos, por lo que todas debían cuidarse.  

En esta oportunidad la Corte, considera que la ponderación de derechos tras la tensión de los 

derechos al buen nombre y honra del actor y el de la libertad de expresión de la accionada en 

su condición de presunta víctima de un delito sexual, debe prevalecer el de esta última, pues 

el menoscabo que sufre aquel con relación a la publicación es menor al que padece la acciona 

pues no se le permite denunciar los hechos de los que fue víctima, por lo que se debe presumir 

su buena fe respecto del daño sufrido, siendo esta un sujeto de especial protección 

constitucional en su condición de mujer.  

Adicional, es importante el aporte que hace la Sentencia en el sentido de indicar que no es 

necesario que la persona o la figura que realiza sea un periodista, medio de comunicación o 

activistas, si no que una mujer en calidad de victima puede hacer la denuncia sin necesidad 

de ejercer ese rol, pues es una persona que es víctima de violencia estructural de género y se 

encuentra en una posición de inferioridad por lo que no debe tolerar esas actitudes y tiene el 

derecho de denunciarlas públicamente.   

Por otro lado, la sentencia T-356 de 2021 estudia la vulneración de derechos al buen nombre, 

honra e integridad moral de un hombre perteneciente a un colectivo feminista que fue 

escrachado por una colectiva feminista que publico en su grupo de Facebook quien denunció 

que otra mujer había sido víctima de violencia sexual por parte de este hombre, publicación 

que tuvo gran alcance y fue compartido y replicado por otros colectivos feministas en esta 

red social, uno de ellos, incluso compartiendo fotos suyas y mencionando que era un hombre 
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que se aprovechaba de su posición política para abusar a mujeres, y que todos estos colectivos 

de mujeres empezaron a denunciar a través de un perfil de Instagram denuncias de presuntas 

violencias sexuales en contra de otros hombres sin bases probatorias, y que al menos en el 

caso de él se trataba de una falsa denuncia.  

Al respecto, el caso en primera y segunda instancia reconocieron que los derechos del 

tutelante habían sido vulnerados por lo que ordeno a los colectivos demandado eliminar 

dichas publicaciones y a realizar una nueva pidiendo disculpas y manifestando que no es 

constaba tal situación, por lo que la Corte en sede de revisión revoca dichos fallos e insta a 

las autoridades judiciales a que analicen los casos con perspectiva de género y apliquen este 

enfoque en todos sus fallos siempre que evidencien que son afectadas mujeres, y que en el 

caso concreto, se desconoció la jurisprudencia de la Corte que no le impone límites ni 

restricciones a los escraches que pretenden denunciar violencias basadas en género.  

En la Sentencia T-061 de 2022, la Corte analiza el caso del profesor, ex decano de la facultad 

de ciencias Humanas y aspirante a rector de la Universidad Nacional de Bogotá, y 

perteneciente a la comunidad LGBTIQ+, a su criterio es víctima de persecución por un grupo 

feminista de dicha facultad, quien en 2020 público un informe de presuntos actos de violencia 

sexual al interior del departamento de antropología y en el que se señala a este docente como 

agresor de un estudiante al que le tocó los genitales, y que dichos actos habían ocurrido hace 

15 o 14 años, según el informe, estos actos ocurrieron en un coctel de lanzamiento de un libro 

frente a muchos espectadores. Ante estos hechos dio declaraciones ante medios de 

comunicación y en redes sociales indicando que esas acusaciones son falsas.  

Luego de dos semanas, en nuevo informe publicado por otro colectivo de la Universidad, 

denuncio casos de acoso sexual en la universidad y señaló que dicho profesor en un viaje al 

Parque Arqueológico de Tierra Dentro en un ritual indígena realizó insinuaciones contra un 

estudiante hombre y luego del vieje lo invitó a su casa. Además, aseguro que, a pesar de que 

la denuncia se hizo contra más profesores, la suya tuvo más difusión social y mediática por 

ser el único que pidió explicaciones a los autores de los informes y porque una de las autoras 

a través de medios de comunicación proporcionó las voces de presuntas víctimas de acoso 
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sexual, produciendo un escarnio público en redes, principalmente Twitter, rechazo social y 

amenazas contra su vida e integridad física.  

Por último, en Sentencia T-241 de 2023 que analiza el caso de Pedro, un ciudadano que en 

2022 presentó una acción de tutela en contra de Alejandra, quien a través de su perfil de 

Facebook vulneró sus  derechos a la honra, la imagen y el buen nombre, pues en varios grupos 

de la red social publicó fotos de él lo reseñó como violador y maltratador físico de varias 

mujeres, señaló que no conoce al dueño de ese perfil y que su juicio se trata de un perfil 

creado exclusivamente para con el ánimo de dañarle la imagen, y que por varios medios, 

familiares y él han intentado denunciar las publicaciones para que la aplicación las elimine 

porque la dueña del perfil no permite enviarle mensajes ni agregarla.  

En sede de revisión, se logró obtener información acerca del correo electrónico de ese perfil 

y de otro, señalando Meta que era la misma persona, quien después allego al proceso con el 

nombre de Camila, y manifestó que esta fue la única opción que tuvo, ya que había acudido 

a diversas autoridades a denunciar los hechos y no había obtenido respuestas afirmativas.  

En esta ocasión, la Corte, recordó que el escrache es una manifestación del ejercicio de la 

libertad de expresión y un mecanismo legítimo que tienen las mujeres para denunciar los 

actos de violencia basada en género de los que son víctimas, e indicó que este, es amparado 

mucho antes de que la Corte reconociera al escrache como mecanismo legítimo de denuncia.  

En ese sentido, recordó que en Sentencia T-239 de 2018 se tutelo el derecho a la libertad de 

expresión de una profesora de una universidad de Ibagué que denunció varios casos de acoso 

sexual que no habían sido tenidos en cuenta por la universidad y por los que fue despedida, 

lesionando así su derecho a la libertad de expresión en el ejercicio de un discurso que es 

amparado por la defensa de los derechos de las mujeres, y en sentencia T-361 de 2019 no 

amparó los derechos de un hombre que consideraba que su imagen y buen nombre se veían 

afectados porque una mujer había publicado en Facebook que nunca estaría con un hombre 

con él, ahí la Corte concluyo que la publicación realizada no afectaba sus derechos pues no 

se refería a actuaciones que implicaran una evaluación negativa de su profesión, y que los 

comentarios son expresiones de juicio íntimos con respecto a apreciaciones.  
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Adicionalmente señaló que el escrache es un mecanismo de denuncia efectivo en el caso de 

omisiones instituciones de recepción de denuncias, ya que existe un elevado número de 

denuncias y de falta de compromiso de las instituciones a la hora de investigar, juzgar y 

sancionar casos de violencia intrafamiliar y violencias basadas en género, no solo desde la 

perspectiva de la justicia penal sino también de la atención primaria a víctimas, pues no 

existen protocolos para atender estos casos y en muchos se genera revictimización, por lo 

que es entendible que se acudan a mecanismos alternativos como el escrache.  

El caso es diferente porque la denuncia fue hecha desde el anonimato y no como comúnmente 

ocurre que lo hace un tercero o una víctima directamente, recuerda que la anonimia también 

es un elemento del derecho a la libertad de expresión que permite mantener en secreto la 

identidad del denunciante, permitiendo en muchos casos disminuir el riesgo de incurrir en 

algún tipo de responsabilidad, pero en el escraché resulta muy importante porque permite a 

las víctimas proteger su vida e integridad física por el estado de debilidad e indefensión en el 

que se encuentra, por lo que este es un derecho que siempre se debe proteger máxime cuando 

muchas sienten miedo de denunciar por posibles repercusiones en su contra.  

3. Lineamientos Jurisprudenciales de Aplicación del Escrache en Casos de Violencia 
Intrafamiliar  

Para el desarrollo del presente apartado, se van a analizar los puntos centrales de las 

sentencias estudiadas  con el fin de establecer los parámetros y estándares que ha establecido 

la Corte Constitucional con el fin de ponderar los derechos fundamentales de las víctimas de 

violencias basadas en género y la violencia intrafamiliar, y los derechos fundamentales a la 

honra, el buen nombre, la imagen, el debido proceso y la presunción de inocencia de los 

presuntos responsables de estos hechos, cuando estos se ven vulnerados por la denuncia 

pública y el uso de escraches a través de redes sociales de este tipo de hechos con el fin de 

llamar la atención de las autoridades y lograr hallar efectividad en su acceso a la justicia.  

Con respecto a la Sentencia T-239 de 2018, establece que para analizar una denuncia de 

escrache se debe abordar desde dos aspectos, por un lado, la denuncia de la víctima o del 

tercero, y por el otro, la respuesta institucional, es decir, verificar si la acción tomada por las 

autoridades judiciales es la adecuada para brindar el apoyo que se requiere, porque 
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precisamente por la falla en esa respuesta, es que siguen existiendo casos de violencia basadas 

en género y violencia intrafamiliar, por lo que muchas de las víctimas acuden al escrache 

como medio para llamar la atención de la institucionalidad. 

Por lo anterior, es que adicional, cuando el juez constitucional debe revisar el contenido del 

escrache, debe verificar la respuesta institucional y la efectividad de esta para garantizar los 

derechos de los afectados, reconociendo al escrache como un mecanismo legítimo de 

denuncia y acceso a la justicia que se puede escoger voluntariamente para buscar efectividad, 

por lo que el juez constitucional debe procurar que se superen esas omisiones institucionales.  

Así mismo, se protege la denuncia anónima en casos de denuncia de violencias basadas en 

género y violencia intrafamiliar, siendo una herramienta de las víctimas en la que pueden 

escoger la información que quieren publicar y el medio por el que lo quieren hacer, con el 

fin de entre otras razones, proteger su integridad física o su intimidad personal.  

De otro lado, la Sentencia T-275 de 2021, en esta se analizaron dos puntos centrales, el 

primero enfocado a las reglas aplicables a las presuntas vulneraciones a los derechos a la 

honra, el buen nombre y presunción de inocencia y el segundo enfocado a la aplicación de 

las reglas a la vulneración a los derechos fundamentales a la intimidad e imagen, cuando se 

realicen denuncias públicas a través de redes sociales por casos de violencia basadas en 

género y violencia intrafamiliar.  

En el primer caso, plantea la Corte que, en primera medida la Constitución ampara el derecho 

de las mujeres y de los particulares a denunciar por redes sociales las violencias basadas en 

género y la violencia intrafamiliar de los que sean víctimas o tengan noticia. Estableció que 

los escraches “constituyen un ejercicio prima facie legítimo de la libertad de expresión que 

goza de protección constitucional reforzada” (Sentencia T-275 de 2021, Corte 

Constitucional). Según la Corte, estas personas no tienen la obligación de esperar a que haya 

un fallo judicial en contra de una persona determinada para denunciar los hechos, pues esto 

limita el derecho a la libre expresión e información por medios digitales, profundizando la 

discriminación de género.  
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A pesar de lo anterior, las personas que usan el escrache si tienen una responsabilidad de ser 

cuidadosos y responsables con la información que publican y establece dos tipos de límites 

en su difusión. Por un lado, límites de tipo interno que los obliga a cumplir estándares de 

veracidad, objetividad e imparcialidad y evitar realizar hostigamiento o linchamiento digital 

en contra del presunto responsable; por otro lado, límites de carácter externo que los obliga 

a reconocer su derecho a la presunción de inocencia y no causar afectaciones arbitrarias a su 

honra y buen nombre (Sentencia T-275 de 2021, Corte Constitucional). Por lo anterior, se 

debe tener en cuenta,  

(a) no afirmar que el acusado es penalmente responsable de tales hechos si no existe 

una condena judicial en firme y (b) usar formas lingüísticas dubitativas que eviten 

que la audiencia concluya de manera anticipada que el accionante incurrió en las 

conductas punibles que se le imputan (Sentencia T-275 de 2021, Corte 

Constitucional).  

En el segundo caso, respecto a las reglas aplicables a las presuntas vulneraciones a los 

derechos fundamentales a la intimidad y a la imagen, implica que la imagen privada o semi 

privada de una persona no sea difundida sin su consentimiento, sin embargo, esto no es 

absoluto, pues la Corte señala que en algunos casos, es aceptable que terceros publiquen este 

tipo de imágenes sin su autorización con el propósito de, entre otros, garantizar la “búsqueda 

del conocimiento o el acceso libre a la información” (Sentencia T-379 de 2013, Corte 

Constitucional). Justificando de esta forma la limitación el derecho a la intimidad y la imagen 

de los presuntos responsables de casos de violencia intrafamiliar y violencias basadas en 

género, pero no les da la garantía de publicar datos privados o semiprivados del presunto 

acusado cuando no cumple ningún propósito en la denuncia y con el asunto.  

Así mismo, la Sentencia T-289 de 2021 es importante porque establece la calidad de la 

persona o personas que escrachan, porque no es lo mismo que la persona que inicia un 

escrache sea un periodista, una persona sin esta calidad que lo haga a nombre de otra persona, 

o esta misma que lo haga a nombre propio, pues el tratamiento de la información a publicar 
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y el deber de cumplir con los límites establecidos en la Sentencia T-275 de 2021 difieren de 

cada una de estas tres personas.  

En el caso de las denuncias realizadas por la propia víctima, no puede imponérsele esa misma 

carga de imparcialidad y veracidad, pues se considera que el hecho denunciado carece de 

mediación de fuentes ya que lo expresa quien lo ha vivido desde su experiencia personal, 

manifestando sus vivencias, por el contrario, exigirles tales criterios implicaría 

revictimizarlas e imponerles cargas adicionales, sin tener en cuenta que tienen una protección 

superior por ser víctimas de violencias basadas en género, sin embargo, si lo denunciado es 

falso o impreciso, se le deben imponer las sanciones y reparaciones legales correspondientes.  

Por otra parte, se encuentran los particulares o los medios de comunicación que realizan el 

escrache a quienes si les corresponde realizar una verificación de la situación y el contexto 

en que se realizó el hecho denunciado, y cumplir con los principios de veracidad e 

imparcialidad y con los estándares de la Sentencia T-275 de 2021.  

De esta forma, se colige que, cuando la víctima directa de violencias basadas en género y de 

violencia intrafamiliar denuncia a través del escrache, no se pueden censurar, o callar, por 

consiguiente, realizar esto constituye una limitación al derecho a la libre expresión, 

desconoce sus derechos en su condición de víctima, sin que esto signifique un perjuicio en la 

honra y buen nombre del denunciado, pues su presunción de inocencia se mantiene respecto 

de las demás personas que retrasmiten la información, quienes si deben respetar sus derechos 

a la hora de compartir la publicación y se mantiene hasta que haya una sentencia en firme en 

su contra, e importante, evitar el linchamiento digital.  

En concreto, con esta sentencia se protegen dos cosas, por un lado, la publicación y la 

denuncia, y por el otro, la víctima denunciante, quienes a la luz de la constitución se deben 

proteger y amparar, el primero como un discurso especialmente protegido, el que se puede 

restringir de forma excepcional y la víctima como un sujeto de especial protección. Por otro 

lado, respecto al presunto responsable, este sigue siendo inocente ante el ordenamiento 

jurídico y ante los terceros que comparten la información.  
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Por su parte, la Sentencia T-356 de 2021, también ampara el derecho a la libertad de 

expresión de las víctimas de violencia basadas en género y de violencia intrafamiliar de 

conformidad con los tratados internacionales como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que establecen 

límites al ejercicio de este derecho, entre los que se encuentra la propaganda a favor de la 

guerra, incitación al terrorismo, apología al discurso de odio contra población 

constitucionalmente protegida, pornografía infantil y la incitación pública y directa para 

cometer genocidio.  

Señala, que, para los demás casos, “se debe analizar si la afirmación, opinión o crítica 

constituye una afectación injustificada del ámbito de protección de los derechos al buen 

nombre y a la honra a la luz del juicio estricto de proporcionalidad” (Sentencia SU-420 de 

2019, Corte Constitucional). Por lo que, establece que en los casos en que el juez de tutela 

deba analizar la tensión de derechos entre el derecho a la libertad de expresión y la honra y 

el buen nombre, se deben tener en cuenta los siguientes criterios:  

I). el propósito que en el caso cumple la libertad de expresión; 

II) el grado de controversia de la afirmación calumniosa, pues entre más elevado es el 

grado, se ampara más la libertad de expresión; 

III) el impacto del mensaje, teniendo en cuenta la calidad del emisor, el medio de 

difusión y el alcance en los receptores y  

IV) la periodicidad de las publicaciones, a medida que estas se incrementan, lo mismo 

pasa con la vulneración al derecho a la honra y el buen nombre, ocurre linchamiento 

digital (Sentencia T-356 de 2021, Corte Constitucional).  

Con fundamento en el principio de proporcionalidad, estos criterios siempre deben analizarse 

para verificar si se ampara el derecho a libertad de expresión o el derecho a la honra y el buen 

nombre en todos los casos, por lo que, también ha sido adoptado para analizar el escrache, 

en el que la conclusión más aceptada es la de proteger el discurso de la víctima y de las 

denuncias de estos casos.  



18 
 

 

Por último, la Sentencia T-356 de 2021 establece como parámetro el deber de las autoridades 

judiciales de analizar con perspectiva de género todos los casos que sean puestos en su 

conocimiento en los que las víctimas sean mujeres, desde varios enfoques y reconociendo las 

estructuras sociales que acentúan la discriminación y que llevan a que las mujeres sean 

víctimas de diversos tipos de violencia, en particular la que ocurre en contextos familiares.  

DISCUSIÓN  

El escrache como mecanismo de acceso a la justicia por diferentes colectivos de defensa de 

derechos humanos y minorías es un tema abierto a extremos opuestos de protección de 

derechos y libertades individuales, el tema no solo se centra en permitir su uso en beneficio 

de personas que se consideran en situación de inferioridad o debilidad manifiesta con el fin 

de protegerlas frente a poderes mayores, sino que también implica una protección respecto 

de la persona que es escrachada.  

Es el contraste entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho al buen nombre, 

generalmente se discute las implicaciones que el escrache puede tener sobre las personas que 

son inocentes y resultaron siendo víctimas de injuria y calumnia, no existen estándares frente 

a su protección como el derecho al olvido, la corrección del dato, e incluso la reparación, 

especialmente un tipo de reparación simbólica.  

Si bien es cierto, el escrache en temas de género y violencia intrafamiliar es un discurso que 

se debe proteger, también es probable que exista un gran número de casos de personas 

escrachadas que resultan ser inocentes y no hay mecanismos de protección para ellos, las 

discusiones que abre la protección del discurso del escrache se enfocan ahora no solo a los 

límites del discurso sino a las consecuencias negativas que este puede generar en 

determinados casos, principalmente cuando se ha presentado linchamiento digital.  

Se logro limitar el uso del lenguaje y las afirmaciones injuriosas, pero para que el discurso 

siga siendo efectivo y no termine criminalizado, se debe avanzar en brindar mayores 

garantías a las personas escrachadas que les permita, dentro del proceso y luego de demostrar 

su inocencia, recuperar su vida sin las consecuencias que este tipo de denuncias generan en 

la reputación de ellos, logrando una justicia restaurativa de reconstrucción del tejido social.  



19 
 

 

CONCLUSIONES 

Del análisis hecho, es dable establecer que de acuerdo con la pregunta problema planteada, 

el escrache se ha convertido en un mecanismo de acceso a la justicia respaldado por la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional bajo el ala del derecho fundamental a la libertad de 

expresión, en especial ante casos de violencias basadas en género y violencia intrafamiliar, 

donde las principales víctimas son las mujeres y las niñas, siempre que, quien informe, si se 

trata de un tercero, periodista o medio de comunicación, cumplan con los estándares de 

veracidad e imparcialidad y le impone limites frente al derecho a la honra, el buen nombre, 

la imagen y la presunción de inocencia, en el entendido de que los escraches no deben llevar 

al linchamiento y hostigamiento digital del presunto responsable, se debe usar un lenguaje 

adecuado que respete su presunción de inocencia, y evitar publicar imágenes y datos íntimos 

que no se relacionen con el fin del escrache o que no sean relevantes con la denuncia.  

Para ello, se analizó los elementos teóricos y conceptuales del escrache en Colombia en el 

que se pudo evidenciar que esta es una figura social que nace en Argentina en los años 90´s 

para denunciar las graves violaciones a los derechos humanos ocurridos durante la dictadura 

militar y que fueron indultados en un proceso de pacificación y paz que se llevó la verdad y 

no permitió a muchos hijos e hijas saber que había pasado con sus padres, por lo que ellos, 

iban hasta la casa de los presuntos responsables a exponerlos públicamente como autores de 

dichas desapariciones y para que recibieran el rechazo público.  

Este mecanismo evolucionó con el tiempo, llevando a escrachar a través de medios de 

comunicación y posteriormente en redes sociales, siendo un medio adoptado por diferentes 

causas sociales para denunciar la violación a los derechos humanos y adoptada 

principalmente por diversos tipos de feminismos con el fin de denunciar las violencias 

basadas en género y la violencia intrafamiliar, volviendo populares etiquetas como el de 

“MeToo y #Niunamenos.  

Seguidamente, se analizó la jurisprudencia constitucional respecto a los casos en los que se 

ha presentado el escrache en Colombia, en el que se puede destacar que, a pesar de que los 

principales pronunciamientos de este Tribunal no se relacionan con la violencia intrafamiliar, 
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si lo hace respecto a violencias estructurales de género, producto de una cultura machista y 

heteropatriarcal en escenarios laborales, profesionales y educativos, en los que las mujeres y 

la población LGBTIQ+ son las principales víctimas de acoso sexual laboral, violaciones 

físicas, sexuales y psicológicas, siendo importante esto para el caso de estudio, porque la 

violencia intrafamiliar es una expresión más de las violencias basadas en género y resultado 

de la cultura machista y patriarcal, y muchos de estos casos son denunciados a través de redes 

sociales.  

Por último, se analizan los lineamientos jurisprudenciales para el uso del escrache en los 

casos de violencia intrafamiliar en Colombia, entre los que se puede destacar los siguientes, 

i) el uso del escrache es un medio legítimo de denuncia para llamar la atención de las 

autoridades judiciales, y protege la denuncia anónima como forma de proteger a la víctima; 

ii). Establece límites al derecho a la libre expresión como fundamento del escrache frente a 

los derechos a la honra, el buen nombre, presunción de inocencia, etc., de los presuntos 

responsables de delitos basados en violencias basados en género como el respeto por los 

principios de imparcialidad y veracidad en la información, evitar realizar linchamiento 

digital, reconocer su presunción de inocencia  a través del uso adecuado del lenguaje y no 

publicar imágenes y datos privados o semiprivados que no se relacionan con la denuncia,  

iii). impone mayores cargas a terceras personas y periodistas en la difusión de escraches y 

protege a las que son reconocidas como víctimas; iv) se establecen criterios para analizar un 

escrache publicado por redes sociales para que se concluya que afectó los derechos a la honra, 

la imagen, intimidad y buen nombre de los presuntos responsables;  Y v) establece la 

obligación de las autoridades judiciales de analizar con perspectiva y aplicar el enfoque de 

genero todos los casos en los que sean víctimas mujeres.  

Todos estos lineamientos han sido relevantes con el fin de clarificar el discurso alrededor de 

la tensión entre los derechos de las víctimas y los presuntos responsables, esto con el fin de 

no coartar el derecho de las primeras a denunciar y llamar la atención de las autoridades 

respecto de los casos en los que son víctimas y frente a los segundos, protegerlos respecto a 

las consecuencias que dichas publicaciones puedan tener en su vida íntima, personal y social.  
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